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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y el Juez Steidel Figueroa 

 
Colom García, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

 Germán Figueroa Castro h/n/c Taller Figueroa [Figueroa 

Castro o recurrente] solicita la revisión de la resolución y orden 

que emitió el Departamento de Asuntos del Consumidor [DACO]  

el 20 de marzo de 2015.  Mediante esta, el DACO decretó la 

resolución del contrato para reparar un vehículo de motor, más 

los daños.  En resolución en reconsideración del 1ro de julio de 

2015 el DACO dejó sin efecto la partida de daños y angustias 

mentales. 

 Por los fundamentos que exponemos, revocamos la 

Resolución recurrida. 

ANTECEDENTES 

Maribel Girona [Girona o recurrida] presentó una querella 

en DACO contra el mecánico de automóviles Germán Figueroa 

por alegadamente no haber reparado adecuadamente un Suzuki 

2005 con aproximadamente 103,000 millas. 
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Trabada la controversia en DACO se celebró la vista 

administrativa donde ambas partes comparecieron por derecho 

propio.  El Oficial Examinador emitió la resolución en la que 

consignó las siguientes determinaciones de hechos: 

1. El día 23 de febrero de 2014, la parte querellante 

suscribió un contrato de arrendamiento de servicios con la 
parte querellada para la reparación completa de motor del 
auto marca Suzuki modelo XL-7 del año 2005.  La 

reparación completa del motor consistió en las siguientes 
reparaciones:  1) reemplazo de “set” de cadenas; 2) 

reemplazo de los “spark plugs”; 3) reemplazo de la bomba 
de agua; 4) sellar la filtración de aceite de motor; 5) 

rectificar tapa del bloque y los tensores de las juntas; 6) 
cambio de aceite y filtro; 7) reemplazo de cadenas de 
tiempo; 8) Instalación de un “full set” de juntas.  Por dicho 

contrato, la parte querellante pagaría la cantidad de 
$1,612.20 y la parque querellada se obligó a una garantía 

general e indefinida. 
 
2. El día 11 de marzo de 2014, la parte querellante 

pagó la cantidad de $900 a la parte querellada. 
 

3. El día 17 de marzo de 2014, la parte querellada se 
comunica con la parte querellante y le indica que su auto 
está listo para ser recogido.  La parte querellante acude al 

concesionario de la parte querellada, paga la cantidad de 
$712.20 y se llevó el auto para su hogar. 

 
4. Al siguiente día, el auto objeto de la querella 
comenzó a “humear” y presentar vibraciones fuertes.  El 

mismo día la parte querellante llevó el auto objeto de la 
querella al concesionario de la parte querellada. 

 
5. El querellado reparó bajo garantía y la primera 
semana de abril de 2014, la parte querellada le indicó a la 

parte querellante que fuera a recoger el auto objeto de esta 
querella.  La parte querellante acudió al concesionario de la 

parte querellada y se llevó el auto.  La parte que 
querellante se llevó el auto para su hogar pues  había 
notado que las vibraciones se habían reducido las 

vibraciones, sin embargo las filtraciones de aceite 
continuaban.  No obstante, durante el transcurso del día, 

las vibraciones aumentaron significativamente y la parte 
querellante decide devolverle el auto.  La parte querellada 
contrató a una grúa que recogió el auto objeto de la 

querella y lo transportó al concesionario. 
 

6. El día 11 de abril de 2014, la parte querellante radicó 
la presente querella.  Solicitó como remedio el 

cumplimiento específico del contrato suscrito entre las 
partes de epígrafe.  En adición solicitó una semana 
indefinida de compensación por angustias mentales por la 

falta de transportación, pérdida de empleo y daños 
pecuniarios. 

 
7. El día 6 de junio de 2014, la parte querellante acude 
al concesionario de la parte querellada y recoge el auto 

objeto de la presente querella.  La unidad no presentó las 
filtraciones de aceite de motor, no obstante las vibraciones 
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del motor y el ruido que causaban estas vibraciones 
continuaban.  Debido a las vibraciones, la parte querellante 

decidió no llevarse el auto hasta que la parte querellada 
reparara de manera satisfactoria el auto conforme lo 

pactado. 
 
8. El 18 de junio de 2014, la parte querellada se 

comunica con la parte querellante y le indica que el 
vehículo está listo para recogerse.  El día 2 de julio de 

2014, la parte querellante acude al concesionario de la 
parte querellada y se lleva el auto objeto de la presente 
querella.  A los diez minutos de conducir el auto, éste se 

apagó.  La parte querellante regresó al taller de la parte 
querellada y éste limpió los “spark plugs”.  A pesar de la 

intervención de la parte querellada, las vibraciones 
continuaron, por lo que la parte querellante decidió llevarse 
el auto objeto de la querella en una grúa.  La parte 

querellante testificó que la grúa costó la cantidad de 
$80.00. 

 
9. El día 29 de julio de 2014, la parte querellante radicó 

una enmienda a la presente querella.  En ella solicitó como 
remedio adicional el que la parte querellada asumiera los 
gastos de la grúa que utilizó la parte querellante el día 2 de 

julio de 2014. 
 

10. El día 27 de agosto de 2014, este Departamento citó a 
las partes de epígrafe a una Inspección del auto objeto de 
esta querella.  Los resultados de dicha Inspección fueron 

los siguientes:  1) Agarraderas del “intake” y tapa 
máquinas están sueltas y falta de tornillos; 2)  La unidad 

mostró tener dificultad al encender; 3) Tiene filtración de 
aceite por el área del distribuidor; 4)  Despliegue de exceso 
de silicón en diversas partes del motor; 5) El panel de 

instrumentación no muestra la luz de “Check Engine” 
haciendo auto diagnóstico. 

 
11. El Informe de Inspección no fue objetado por parte 
alguna por lo que se considera prueba estipulada. 

 
12.  Durante el mes de junio, la parte querellante fue 

contratada para un puesto de Auxiliar Administrativa I en el 
Departamento de Educación.  En dicho empleo devengaría 
la cantidad de $800.00. 

 
13. Durante el mes de julio de 2014, y antes de 

comenzar a trabajar en el mismo, la parte querellante 
renunció al empleo que recién había adquirido, debido a 
que carecía de transportación para acudir al mismo debido 

a que el auto objeto de la presente querella se encontraba 
en proceso de reparación por la parte querellada. 

 
14. El día 3 de octubre de 2014, la parte querellante 
enmendó la presente querella.  En ella solicitó como 

remedio la resolución del contrato y reiteró su solicitud de 
compensación por angustias mentales y demás 

reclamaciones de daños producto de la contratación entre 
las partes de epígrafe. 

 
15. Debido a su falta de transportación, la parte 
querellante tuvo que solicitar transportación de terceros 

para sus familiares cercanos.  A causa de ello, la parte 
querellante sufrió humillación. 

 



 
 

 

KLRA201500801 

 

4 

16.  La parte querellante no llevó el auto objeto de esta 
querella a un tercero para ser reparado. 

 
Con esos hechos determinados DACO condenó al mecánico 

Germán Figueroa Castro a pagarle a Maribel Girona la cantidad 

de $3,412.20.   

Inconforme Figueroa Castro acude ante nosotros, arguye 

que DACO incidió pues: 

PRIMERO: LA RESOLUCIÓN SE BASA EN HECHOS Y 

DECLARACIONES FALSAS QUE DEBIERON HABERLE RESTADO 

CREDIBILIDAD A LO DECLARADO POR LA PARTE RECURRIDA. 
 

SEGUNDO:  TANTO EL OFICIAL EXAMINADOR COMO EL 

INSPECTOR REFLEJARON PERJUICIO Y PARCIALIDAD EN CONTRA 

DEL RECURRENTE. 
 

TERCERO:  NO PROCEDÍA LA CONCESIÓN DE DAÑOS PORQUE 

ÉSTOS NO SE PROBARON. 

 

CUARTO:  LA RESOLUCIÓN APLICA ERRÓNEAMENTE EL DERECHO 

EN MATERIA DE RESOLUCIÓN DE LAS OBLIGACIONES 

PENALIZANDO A UNA PARTE QUE SIEMPRE ESTUVO EN LA MEJOR 

DISPOSICIÓN DE CUMPLIR CON SU PRESTACIÓN. 

 
Toda vez que se han cuestionado las determinaciones de 

hechos establecidas por el Oficial Examinador, se presentó la 

transcripción de la prueba oral presentada en la vista.  Con el 

expediente ante nuestra consideración y los alegatos 

procedemos a resolver. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

Las decisiones de las agencias administrativas tienen una 

presunción de legalidad y corrección que deben respetar los 

tribunales mientras la parte que las impugna no produzca 

suficiente evidencia para derrotarlas. Calderón Otero v. C.F.S.E. 

181 DPR 386 (2011).  El estándar de revisión judicial en materia 

de decisiones administrativas se circunscribe a determinar si 

existe una base racional respaldada por evidencia sustancial que 

sostenga la decisión o interpretación impugnada. Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Sección 4.5, 3 LPRA sec. 



 
 

 

KLRA201500801    

 

5 

2175; Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004).  Para ello hay 

que "demostrar que existe otra prueba en el expediente que 

reduzca o menoscabe el valor probatorio de la evidencia 

impugnada, hasta el punto de que no se pueda concluir que la 

determinación de la agencia fue razonable de acuerdo con la 

totalidad de la prueba presentada que tuvo ante su 

consideración." Camacho Torres v. AAFET, 168 DPR 66 (2006); 

Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005). Utilizando un criterio de 

razonabilidad y deferencia, los tribunales no deben intervenir o 

alterar las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo, "si las mismas están sostenidas por evidencia 

sustancial que surja del expediente administrativo considerado 

en su totalidad". Otero v. Toyota, supra.  Las determinaciones de 

hechos de organismos y agencias “tienen a su favor una 

presunción de regularidad y corrección que debe ser respetada 

mientras la parte que las impugne no produzca evidencia 

suficiente para derrotarlas” Calderón Otero v. C.F.S.E., supra; 

Otero v. Toyota, supra.   Sabido es que meras alegaciones o 

teorías no constituyen prueba. Asociación Auténtica Empl. v. 

Municipio de Bayamón, 111 DPR 527, 531 (1981).  

Las conclusiones de derecho, tal y como surge de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, pueden ser revisadas en 

todos sus aspectos. Otero v. Toyota, supra. (citas omitidas)   Las 

conclusiones de derecho del organismo administrativo deberán 

ser sostenidas por los tribunales en la medida que éstas se 

ajusten al mandato de ley. Martínez v. Rosado, 165 DPR 582 

(2005); P.R.T.C. v. J. Reg. Tel. de P.R., 151 DPR 269 

(2000).  Claro está, no cabe hablar de deferencia judicial cuando 

nos encontramos ante una interpretación estatutaria que afecta 

derechos fundamentales, resulta irrazonable o conduce a la 
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comisión de injusticias. Martínez v. Rosado, supra; Costa, 

Piovanetti v. Caguas Expressway, 149 DPR 881 (1999).   En 

resumen, la revisión judicial de las determinaciones 

administrativas está limitada a determinar si la actuación 

administrativa fue razonable y cónsona con el propósito 

legislativo o si por el contrario fue irrazonable, ilegal o si medió 

abuso de discreción.  T-JAC v. Caguas CentrumLimited, 148 DPR 

70 (1999); Agosto v. Fondo del Seguro del Estado, 132 DPR 866 

(1993).     

Dispone el Código Civil de Puerto Rico que  “[e]l contrato 

existe desde que una o varias personas consienten en obligarse 

respecto de otra u otras, a dar alguna cosa, o prestar algún 

servicio.” Art. 1206, 31 LPRA sec. 3371.  Estos son negocios 

jurídicos bilaterales y, en nuestro ordenamiento, constituyen una 

de las varias formas en que las personas pueden obligarse entre 

sí. Amador v. Concilio Iglesia Universal de Jesucristo, 150 DPR 

571 (2000); Santiago Nieves v. ACAA, 119 DPR 711 (1987). Los 

contratos se perfeccionan desde que las partes contratantes 

consienten voluntariamente a cumplir con los mismos. Las 

partes contratantes no solamente se obligan a lo pactado, sino 

también a toda consecuencia que sea conforme a la buena fe, al 

uso y a la ley. Art. 1210, Código Civil, 31 LPRA sec. 3375. Véase 

además: S.L.G. Irizarry López v. S.L.G. García Cámara, 155 DPR 

713 (2001).  Las obligaciones que nacen de los contratos tienen 

fuerza de ley entre las partes y deben cumplirse al tenor de los 

mismos. Art. 1044 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2994.  

Ante el incumplimiento de una parte, en el caso de las 

obligaciones recíprocas, el Artículo 1077 del Código Civil, 

provee:  
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La facultad de resolver las obligaciones se entiende 

implícita en las recíprocas, para el caso de que uno de 
los obligados no cumpliere lo que le incumbe.  

 
El perjudicado podrá escoger entre exigir el 

cumplimiento o la resolución de la obligación, con el 
resarcimiento de daños y abono de intereses en 

ambos casos. También podrá pedir la resolución, aun 
después de haber optado por el cumplimiento, cuando 

éste resultare imposible.  
 

[…] 31 LPRA sec. 3052 

 
De la referida disposición estatutaria surge que ante un 

incumplimiento de una obligación bilateral, el perjudicado puede 

optar entre exigir el cumplimiento de la obligación o su 

resolución, y en ambos casos, si tal incumplimiento ha tenido 

repercusiones en su patrimonio de forma desfavorable, puede 

reclamar el resarcimiento por los daños ocasionados. Álvarez de 

Choudens v. Rivera Vázquez, 165 DPR 1 (2005). Ahora bien, “en 

la doctrina civilista se entiende que el ejercicio del derecho de 

resolución no debe ser utilizado en todas las situaciones ya que 

la buena fe en la contratación puede imponer alguna moderación 

a este resultado.” Álvarez de Choudens v. Rivera Vázquez, supra 

L. Díez-Picazo y A. Gullón, Sistema de Derecho Civil, 4ta ed. 

rev., Madrid, Ed. Tecnos, 1983, Vol. II, págs. 226-227; José Puig 

Brutau, en Fundamentos de Derecho Civil, 2da ed. rev., 

Barcelona, Ed. Bosch, Tomo I, Vol. 2, 1985, págs. 126-127. 

“[Ú]nicamente si el cumplimiento parcial o defectuoso implica la 

frustración de la finalidad contractual para la parte perjudicada, 

procederá entonces, la resolución del contrato.” Id; Díez-Picazo 

y Gullón, op. cit., pág. 227; Puig Brutau, op. cit., pág. 127.  En 

los demás casos, en que la prestación se ha efectuado 

parcialmente o resulta defectuosa, será procedente exigir el 

cumplimiento total o libre de defectos y, en los casos en que 
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proceda, una reducción proporcional del precio. Álvarez de 

Choudens v. Rivera Vázquez, supra.  

En fin, el perjudicado puede exigir el cumplimiento de la 

obligación en la forma específicamente debida o la resolución del 

mismo; solicitar el cumplimiento mediante la obtención del 

equivalente económico de la prestación debida y, a la vez, pedir 

la indemnización de daños y perjuicios resultantes de la 

repercusión del incumplimiento en su patrimonio. Master 

Concrete Corp. v. Fraya, S.E., 152 DPR 616 (2000); José Puig 

Brutau, Fundamentos de Derecho Civil, Tomo I, Vol. II, 4ta ed., 

Bosch, Barcelona, 1988, págs. 439-436. S.M.C. Const., Inc. v. 

Master Concrete Corp., 143 D.P.R. 221 (1997).  

En cuanto a los daños, para que la acción sobre este 

concepto por incumplimiento de contrato pueda prosperar, no 

basta con que el actor demuestre el incumplimiento de la 

obligación por el deudor, sino que precisa además que pruebe la 

existencia real y positiva de los daños causados, pues de no ser 

así perdería la indemnización su natural carácter, adquiriendo el 

de sanción penal; sin que el incumplimiento implique de por sí 

dicha existencia de perjuicios, al efecto de relevar de la prueba 

de los mismos por ser imprescindible la de los dos hechos, o sea, 

el incumplimiento y el daño.  Véase Pérez v. Sampedro, 86 DPR 

526 (1962).   

Atenderemos en conjunto los primeros dos señalamientos 

de errores basados en la apreciación de la prueba que hizo el 

oficial examinador.  Para ello, analizamos la transcripción de la 

prueba oral junto al expediente que atendemos.  

El recurrente alega que el DACO en la determinación de 

hechos número 4 indicó que la recurrida llevó el auto al taller del 

recurrente porque el auto había comenzado a “humear”, pero 
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que el Oficial Examinador no consignó que al vehículo se le había 

encendido una luz roja indicativa de que había problemas con el 

aceite.  Que los recurridos no le hicieron caso a ese aviso y no 

apagaron el vehículo lo que provocó que el motor quedara sin 

lubricación y se “desvielara”.  Arguyó el recurrente que procedió 

a corregir el problema reparando el motor lo que requirió ciertos 

trabajos que enumeró en el hecho 9 de su alegato.  Sobre este 

hecho propuesto, aclaramos que lo del “desviele” del auto fue un 

incidente posterior al que el Oficial Examinador reseñó en el 

hecho 4.   

Ahora bien sobre el hecho propuesto, lo que surgió del 

testimonio de la recurrida fue que “el señor José Díaz la fue a 

recoger, me fue a buscar al trabajo, cuando viramos para la casa 

ahí fue que el ruido, un ruido bien fuerte como dando con el 

hierro, prende la luz de aceite, inmediatamente se apagó la 

guagua.”1  El recurrente Figueroa testificó en cuanto a este 

incidente fue que mandó a buscar la grúa y cuando verificaron 

encontraron que, 

“la cadena de bomba de aceite se había partido.  

Este, yo entiendo que si una cadena de aceite se 
rompe, pues la lubricación se detiene y la luz del, de, 

de la presión de aceite debe, debe prender en el 
instante antes de que se pudiera esbielar.  Pero 

aparentemente no se dieron cuenta que la luz estaba 
prendida y la siguieron caminando hasta que se 

esbieló”.2 
 

 Como vemos del testimonio de Figueroa, este indicó que 

es en el instante antes de que se pueda “desvielar” que prende 

una luz.  Ello es cónsono a lo que testificó la recurrida.  Sin 

embargo, el argumento de que “los recurridos no le hicieron caso 

a ese aviso y no apagaron el vehículo lo que provocó que el 

motor quedara sin lubricación y se “desvielara”, es una 

                                                 
1 Testimonio de la Sra. Girona, Transcripción de prueba oral [TPO] pág. 24 
2 Testimonio de Figueroa TPO pág. 37 



 
 

 

KLRA201500801 

 

10 

deducción del recurrente que no surge de los testimonios antes 

reseñados.  Como es sabido meras teorías no son suficientes. 

Ahora bien, podemos acoger como hecho, pues así surge 

de los testimonios que, “hubo un ruido en el motor, prendió la 

luz y se apagó el auto.  Figueroa envió a recoger el auto en grúa 

y resultó que la cadena del aceite se había partido.  Dicho 

problema fue corregido en el taller de Figueroa sin costo”.3 

El recurrente expone que en la determinación número 5 se 

indicó que luego de la intervención del recurrente las vibraciones 

se habían reducido pero que el carro continuaba con filtraciones 

de aceite, sin embargo no se indicó según surgió de la vista 

administrativa que las filtraciones de aceite se debieron en esta 

ocasión a que el recurrente le había señalado a la parte recurrida 

que el tapón del aceite del motor estaba defectuoso y había que 

cambiarlo.  Ante ese señalamiento el co-recurrido José Díaz le 

instruyó al recurrente que él se haría cargo de conseguir el 

tapón y ponérselo, mas no lo hizo.  Sobre este particular, 

aunque el recurrente atribuyó el liqueo de aceite a la falta de un 

tapón, luego en el hecho número 7 el Oficial Examinador indicó 

que las filtraciones de aceite de motor se corrigieron, por tanto 

el oficial examinador justipreció que el problema de liqueo fue 

corregido.   

El recurrente nos propone corregir la parte del hecho 

número 8 en la que se indicó que la “querellante decidió llevarse 

el auto objeto de la querella en una grúa.  La parte querellante 

testificó que la grúa costó la cantidad de $80.00.”  Adujo el 

recurrente que el auto no salió de su taller en grúa.  Le asiste la 

razón.  

                                                 
3 TPO pág. 39 
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De la querella enmendada no surge que la recurrida se 

llevara el auto del taller en grúa como tampoco que pagó por ese 

concepto.  Lo que la recurrida expresó en la querella fue que “El 

señor Díaz logró prender la guagua y se la llevó a su residencia 

que se encuentra a cuatro minutos del taller, donde la guagua 

está estacionada hasta el día de la cita para inspección”.4  Del 

testimonio de la recurrida surgió que el 2 de julio “el señor Díaz 

logró prender la guagua, se la llevó a su residencia que es a, a 

cinco minutos de su casa, ahí fue que yo me comprometí para la 

inspección llevarla hasta el taller o a donde me dijeran”.5  Por 

tanto, procede eliminar de la determinación de hechos número 8 

lo relacionado a la grúa y el pago de $80.00, toda vez que del 

expediente no surge prueba que sustente ese hecho. 

En su segundo señalamiento, el recurrente cuestionó la 

determinación de hechos número 11 que expresa que ninguna 

de las partes cuestionó los hallazgos del inspector de DACO.  

Nada disponemos sobre el particular.  Surge del expediente que 

en la Notificación del Informe de Inspección, el DACO le concedió 

a las partes quince (15) días, conforme la Regla 15 del 

Reglamento de Procedimientos Adjudicativos6, para presentar 

por escrito las objeciones al informe.  De lo contrario se 

consideraba el documento estipulado, relevando la presencia del 

investigador en la vista administrativa.  El DACO en su 

resolución en reconsideración indicó que las partes tenían hasta 

                                                 
4 Enmienda a la querella, Apéndice pág. 33 
5 TPO pág. 29. 
6 Regla 15 - Notificación de Informes de Investigación del Técnico, Inspector, 

Investigador, Peritos u Oficiales de Pesas y Medidas. 

15.1. El Departamento notificará los informes de Investigación a las partes o sus 
representantes identificados en el expediente. 
15.2. Las partes tendrán quince (15) días desde la fecha de notificación para presentar 
por escrito cualquier objeción que tengan al informe. Las objeciones deberán ser 

precisas y específicas e indicar si se requiere la presencia del investigador en la vista 
administrativa. 
5.3. Si no se presentaran objeciones al informe, dentro del término de quince (15) 

días, se considerará estipulado por las partes relevando la presencia del investigador 
en la vista administrativa. 
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el 3 de octubre de 2014 sin que se opusieran oportunamente y 

que el aquí recurrente radicó una moción tardía el 6 de octubre.  

sin realizar ninguna objeción sustantiva a la conclusión del 

inspector.  Esa moción no se incluyó en el apéndice para nuestra 

evaluación, por lo que concedemos deferencia al DACO.  Aun así, 

el inspector de DACO, Sr. José Torrón, testificó en la vista, el 

recurrente tuvo la oportunidad de interrogarlo y de argumentar a 

su favor.7  Por tanto el recurrente tuvo la oportunidad de refutar 

lo que el inspector de DACO indicó en el informe y en la vista. 

Lo anterior dispone de los primeros dos señalamientos 

relacionados a las determinaciones de hechos.   

Para facilitar el análisis atenderemos el cuarto 

señalamiento.  En este, el recurrente indica que la resolución 

dispone erróneamente la resolución del contrato al no consignar 

que el recurrente siempre estuvo dispuesto a reparar los 

defectos, lo que impide decretar incumplimiento a tenor con el 

artículo 1077 del Código Civil.  Alegó en esencia que el hecho de 

que el recurrente consultó con un especialista de la Suzuki 

muestra su responsabilidad para arreglar el vehículo y no prueba 

su impericia según lo interpretó el DACO en la resolución en 

reconsideración.  Adujo además que fue la propia recurrida la 

que decidió interrumpir los trabajos que realizaba el recurrente 

para resolver definitivamente el asunto.  Por otro lado indicó que 

el DACO aplicó erróneamente el Artículo 22 del Reglamento de 

Garantías de Vehículo de Motor, que es para vendedores de 

vehículos, cuando el criterio de responsabilidad tiene que ser el 

                                                 
7 TPO pág. 47  Oficial Examinador:   P. ¿Tiene alguna pregunta para él? […]  P. Pero, 
tienes alguna pregunta no comentarios.    
TPO pág. 48. Oficial Examinador:   P.  Sí, si.  Pero, yo le quiero es saber si tiene 

alguna pregunta.  Si tiene argumentaciones le voy a dar un turno ahora.  Si tiene 
alguna pregunta hágala ahora, pero pregunta en base al informe o lo que él dijo ahora 
mismo.   

TPO pág. 49  Oficial Examinador:  (Al querellado)  P. Usted tiene algo que decir.  R. 
Cierto.  Bueno decir…P.   Sí, ahora tienes tu punto pá decir to´ lo que tú quieras.  
Tienes el récord ahí. 
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dispuesto en el Artículo 1077 del Código Civil.  Sostuvo que de 

acuerdo a la postura doctrinal de este artículo, es necesario 

demostrar una voluntad deliberada de no cumplir, para que 

proceda la resolución del contrato.  Reiteró que siempre estuvo 

dispuesto a reparar los defectos y la recurrida decidió retirar el 

vehículo del taller mientras el recurrente trataba de corregir el 

fallo, lo que impide decretar incumplimiento contractual. 

Evaluamos.   

El Artículo 1077 del Código Civil, supra, provee para que se 

pueda resolver un contrato en el caso en que uno de los 

obligados no cumpliere con lo que le incumbe.  También el 

perjudicado podrá pedir la resolución, aun después de haber 

optado por el cumplimiento, cuando éste resultare imposible. 

Es incontrovertible que el Sr. Figueroa no fue el vendedor 

del auto Suzuki de la Sra. Girona, sino que fue la persona 

contratada por esta para arreglar su vehículo de motor usado, 

con más de 100,000 millas de uso.  Por tanto el DACO incidió al 

utilizar como fuente de derecho, el Reglamento de Garantías de 

Vehículos de Motor Núm., 7159 del 5 de julio de 2006.  Ese 

reglamento es aplicable a las personas que se dediquen “a la 

venta y/o servicio de vehículos de motor nuevos o usados en 

Puerto Rico.”  Véase Regla 3.    Más aún, resulta inaplicable la 

resolución del contrato, al amparo de la Regla 22 de dicho 

Reglamento8, pues esa Regla trata sobre la “Oportunidad 

razonable para reparar defectos en los vehículos de motor 

nuevos”.  El auto no era nuevo y como expresáramos el 

                                                 
8 El Departamento podrá, a opción del comprador, decretar la resolución del contrato o 

reducir proporcionalmente el precio de venta de acuerdo con el Código Civil de Puerto 
Rico, en aquellos casos en que el vendedor, distribuidor autorizado o concesionario, 
distribuidor de fábrica o fabricante, dentro de los términos de la garantía de fábrica, 

tuvo oportunidad razonable para reparar uno o más defectos, pero no quiso o no pudo 
corregirlos. Lo que constituye oportunidad razonable para reparar se determinará 
tomando en consideración las circunstancias particulares de cada caso. 
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recurrente no fue su vendedor.  El derecho aplicable es el Art. 

1077 del Código Civil sobre resolución de los contratos. 

Los hechos que presenta esta causa establecen que  la 

Sra. Girona le entregó al taller su vehículo para que fuese 

reparado.  Luego de arreglar el auto en el taller, comenzó a 

“humear” y presentar vibraciones fuertes,9 mas el querellado lo 

reparó bajo la garantía.10  Luego el auto tuvo filtraciones de 

aceite y vibraciones.  En esa ocasión el querellado contrató una 

grúa y recogió el auto11.  Después de reparado, el 6 de junio la 

querellante acudió a recoger el auto y la unidad no presentó las 

filtraciones de motor12, por lo que dicho problema también fue 

atendido y resuelto.  Debido a que las vibraciones continuaban la 

recurrida dejó el auto en el taller.  La unidad estaba lista para 

recogerse el 18 de junio, más el 2 de julio fue que la recurrida lo 

recogió.  Luego de llevarse la unidad, regresó al taller, pues se le 

apagó en el trayecto.  El recurrente le limpió los “spark plugs”, 

pero las vibraciones continuaban y la recurrida decidió llevarse el 

auto.13   

Vemos que en las ocasiones que el auto fue llevado al 

taller, el mecánico recibió el auto y trabajó en la unidad para 

corregir los defectos.  Por lo que no puede concluirse que éste 

incumplió con sus obligaciones y que procedía la resolución del 

contrato.   El único asunto que quedaba por resolver era lo de 

las vibraciones del auto y así lo reconoció el recurrente en su 

testimonio al expresar que “lo único que queda pendiente era la 

vibración que en eso yo estaba trabajando cuando ella decidió 

                                                 
9 Resolución, determinación de hechos número  4 
10 Resolución, determinación de hechos número 5 
11 Id. 
12 Resolución, determinación de hechos número 5 
13 Véase Resolución, determinación de hechos número  8 
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llevarse la unidad.”14  Sobre las vibraciones, el inspector de 

DACO testificó que la causa de la vibración pudiera ser que “las  

agarraderas del “inteck” y tapamáquina están sueltas y faltan 

tornillos”.15    Estos defectos fueron mencionados  en su informe, 

en el que concluyó que el defecto era reparable.   

Sin embargo, a pesar de que el defecto era reparable, la 

recurrida decidió llevarse el vehículo, lo que le impidió al Sr. 

Figuera resolver el asunto de las vibraciones y cumplir 

completamente su labor.  Por tanto, no se configuró un 

incumplimiento contractual que amerite resolver el contrato.  Sin 

duda, el Sr. Figueroa cumplió con su obligación de reparar el 

auto usado.  Los asuntos que quedaron pendientes no se 

pudieron atender efectivamente porque la recurrida lo impidió al 

llevarse la unidad.  Al no haber incumplimiento de contrato, 

tampoco procedía la compensación de $800.00 por salario 

dejado de devengar.  

DICTAMEN 

Por los fundamentos antes expresados se revoca la 

resolución recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 

                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 

                                                 
14 TPO, pág. 41 
15 Véase TPO  pág. 42. 


